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320 RESOLUCIÓN de 19 de diciembre de 2003,
del Banco de España, por la que se hace públi-
co el acuerdo del Consejo de Gobierno de
19 de diciembre de 2003, en relación al Códi-
go de Conducta de las entidades sin ánimo
de lucro para la realización de inversiones
financieras temporales.

El Consejo de Gobierno del Banco de España, en su
sesión de 19 de diciembre de 2003, ha adoptado el
acuerdo cuya parte dispositiva es la siguiente:

«Aprobar en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición adicional tercera de la Ley 44/2002, de 22
de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Finan-
ciero, que el Código de Conducta de las entidades sin
ánimo de lucro para la realización de inversiones tem-
porales en el ámbito del mercado de valores aprobado
por el Consejo de la Comisión Nacional del Mercado
de Valores, con fecha 20 de noviembre de 2003, sea
de aplicación en sus mismos términos a las inversiones
financieras temporales de las entidades sin ánimo de
lucro en forma de depósito, préstamo, cesión temporal
de activos financieros u otras análogas que lleven apa-
rejada la obligación de su restitución y que no estén
sujetas a las normas de ordenación y disciplina del mer-
cado de valores.»

Madrid, 19 de diciembre de 2003.—El Secretario
General, José Antonio Alepuz Sánchez.

COMISIÓN NACIONAL
DEL MERCADO DE VALORES

321 ACUERDO de 20 de noviembre de 2003, del
Consejo de la Comisión Nacional del Mercado
de Valores, por el que se aprueba el Código
de conducta de las entidades sin ánimo de
lucro para la realización de inversiones tem-
porales.

La Disposición Adicional Tercera de la Ley 44/2002,
de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema
Financiero, bajo la rúbrica de «restricciones relativas a
las inversiones financieras temporales de entidades sin
ánimo de lucro» dispone que «la Comisión Nacional del
Mercado de Valores, el Banco de España y el Ministerio
de Economía, cada uno en el ámbito de su supervisión,
aprobarán códigos de conducta que contengan las reglas
específicas a las que deberán ajustarse las inversiones
financieras temporales que hagan las fundaciones, esta-
blecimientos, instituciones y asociaciones sin ánimo de
lucro, colegios profesionales, fondos de promoción de
empleo, mutuas de seguros, mutualidades de previsión
social, mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales de la Seguridad Social y, en su caso, las
demás entidades sujetas a tipo de gravamen reducidos
en el Impuesto sobre Sociedades, que no tengan un
régimen específico de diversificación de inversiones con
el fin de optimizar la rentabilidad del efectivo de que
dispongan y que puedan destinar a obtener rendimientos
de acuerdo con sus normas de funcionamiento. Los órga-
nos de gobierno, administración o dirección de dichas
entidades deberán presentar un informe anual acerca
del grado de cumplimiento de los citados códigos para

que lo conozcan el Protectorado o sus partícipes, aso-
ciados o mutualistas».

En cumplimiento de la mencionada Disposición Adi-
cional, el Consejo de la Comisión Nacional del Mercado
de Valores, atendiendo al ámbito de supervisión deli-
mitado por la Ley del Mercado de Valores, ha estudiado
la introducción de principios y normas adaptadas al cam-
biante ámbito de los mercados financieros, de un lado,
y a la compleja realidad de las entidades sin ánimo de
lucro, que agrupan a personas jurídicas de muy variada
condición, y ha acordado la aprobación del siguiente

CÓDIGO DE CONDUCTA DE LAS ENTIDADES SIN ÁNI-
MO DE LUCRO PARA LA REALIZACIÓN DE INVERSIO-
NES TEMPORALES EN EL ÁMBITO DEL MERCADO DE

VALORES

1. Ámbito de aplicación.—Este Código de Conducta
se aplicará a las entidades sin ánimo de lucro que realicen
inversiones temporales en valores mobiliarios e instru-
mentos financieros en el ámbito de supervisión de la
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

(1) Entidades sin ánimo de lucro. A efectos del pre-
sente código de conducta, tienen la consideración de
entidades sin ánimo de lucro:

a) Las fundaciones.
b) Las asociaciones.
c) Los Colegios Profesionales.
d) Los fondos de promoción de empleo.
e) Las mutuas de seguros y las mutualidades de

previsión social, sin perjuicio de lo que establezca para
las mismas el Código de Conducta de la Dirección Gene-
ral de Seguros.

f) Las mutuas de accidentes de trabajo y enferme-
dades profesionales de la Seguridad Social.

g) Cualquier otro tipo de entidad con personalidad
jurídica y sin ánimo de lucro que esté sujeta a tipos
de gravamen reducidos en el Impuesto de Sociedades,
cuando tales entidades no tengan un régimen específico
de inversiones.

(2) Inversiones temporales. A efectos de lo dispues-
to en este Código, se consideran inversiones temporales
aquellas que tengan tal condición conforme al Plan Gene-
ral de Contabilidad, aprobado por el Real Decreto
1643/1990, de 20 de noviembre, siempre que se trate
de inversiones en activos con vencimiento no superior
a un año, así como aquellos activos a mayor plazo que
se adquieran o mantengan con la finalidad de benefi-
ciarse a corto plazo de las variaciones en sus precios.

(3) Valores mobiliarios e instrumentos financieros.
A efectos del presente Código, tienen la consideración
de valores mobiliarios e instrumentos financieros aque-
llos comprendidos en el artículo 2 de la Ley del Mercado
de Valores, así como las participaciones en instituciones
de inversión colectiva.

2. Principios y recomendaciones.

I. Las entidades sin ánimo de lucro deben establecer
sistemas de selección y de gestión de inversiones.—Las
entidades que han de aplicar este código de conducta
tendrán establecidos sistemas de selección y gestión
proporcionados al volumen y naturaleza de las inver-
siones financieras temporales que realicen. En cualquier
caso, quienes decidan las inversiones contarán con los
suficientes conocimientos técnicos, para lo cual los órga-
nos de gestión y administración de las entidades podrán
decidir la contratación del asesoramiento profesional de
los terceros que, a su juicio, ofrezcan suficientes garan-
tías de competencia profesional e independencia.
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II. Selección de inversiones.

1. Para la selección de las inversiones financieras
temporales, se valorará en todos los casos la seguridad,
liquidez y rentabilidad que ofrezcan las distintas posi-
bilidades de inversión, vigilando siempre que se produzca
el necesario equilibrio entre estos tres principios, aten-
diendo a las condiciones del mercado en el momento
de la contratación.

2. La entidad sin ánimo de lucro diversificará los
riesgos correspondientes a sus inversiones. Además, y
al objeto de preservar la liquidez de sus inversiones, las
entidades sin ánimo de lucro deberán efectuar sus inver-
siones temporales en valores o instrumentos financieros
negociados en mercados secundarios oficiales.

3. Las entidades sin ánimo de lucro deberían evitar
la realización de operaciones que respondan a un uso
meramente especulativo de los recursos financieros, por
lo que deberán ser objeto de especial explicación:

a) Las ventas de valores tomados en préstamo al
efecto («ventas en corto»).

b) Las operaciones intradía.
c) Las operaciones en los mercados de futuros y

opciones, salvo con la finalidad de cobertura.
d) Y cualesquiera otras de naturaleza análoga.

Seguimiento del Código.—Los órganos de gobierno,
administración o dirección de las entidades sin ánimo
de lucro habrán de comportarse con transparencia infor-
mativa respecto del seguimiento de las recomendacio-
nes contenidas en el código de conducta.

En particular, deberán especificar las operaciones en
que se hayan separado de las recomendaciones con-
tenidas en este Código, y explicar las razones que les
sirvan de fundamento.

Los órganos de gobierno, administración o dirección
deben presentar un informe anual acerca del grado de
cumplimiento del citado código para que lo conozcan
el Protectorado o sus partícipes, asociados o mutualistas.
En el primer informe anual que deban elaborar se trans-
cribirán literalmente los acuerdos que los órganos de
gobierno de la entidad hayan alcanzado para tomar razón
de la publicación y vigencia del presente Código y adop-
tar, en su caso, las medidas conducentes a seguir sus
principios y recomendaciones.

Aplicación del código.—Las entidades sin ánimo de
lucro deberán comenzar a aplicar los principios de este
código de conducta en relación con el ejercicio de 2004.

Madrid, 20 de noviembre de 2003.—El Presidente,
Blas Calzada Terrado.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
VALENCIANA

322 LEY 15/2003, de 24 de noviembre, de Crea-
ción del Colegio Oficial de Educadores y Edu-
cadores Sociales de la Comunidad Valenciana.

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que
las Cortes Valencianas han aprobado y yo, de acuerdo
con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de
Autonomía, en nombre del Rey, promulgo la siguiente
Ley.

PREÁMBULO

La Constitución española, en su artículo 149.1.18,
reserva al Estado la competencia sobre las bases del
régimen jurídico de las administraciones públicas; y en
el artículo 36 prevé que la ley regulará las peculiaridades
propias del régimen jurídico de los colegios profesio-
nales. La legislación básica en esta materia dictada por
el Estado se encuentra recogida en la Ley 2/1974, de 13
de febrero, de Colegios Profesionales, modificada por
la Ley 74/1978, de 26 de diciembre; por el Real Decreto
Ley 5/1996, de 7 de junio; por la Ley 7/1997, de 14
de abril, sobre Suelo y Colegios Profesionales; por el
Real Decreto Ley 6/1999, de 19 de abril, de medidas
urgentes de liberalización e incremento de la compe-
tencia, y por el Real Decreto Ley 6/2000, de 23 de
junio, de medidas urgentes de intensificación de la com-
petencia en mercados de bienes y servicios.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de la Comu-
nidad Valenciana, en su artículo 31, apartado 22, con-
fiere a la Generalitat competencia exclusiva en materia
de colegios profesionales y ejercicio de profesiones titu-
ladas, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 36
y 139 de la Constitución.

En uso de estas competencias se promulgó la Ley
6/1997, de 4 de diciembre, de Consejos y Colegios Pro-
fesionales de la Comunidad Valenciana, y posteriormen-
te, mediante Decreto 4/2002, de 8 de enero, del Consell
de la Generalitat, se aprobó su reglamento de desarrollo.

Mediante el Real Decreto 1420/1991, de 30 de agos-
to, se estableció el título universitario oficial de Diplo-
mado en Educación Social, definiéndose en su anexo,
en su directriz primera, a los educadores sociales del
siguiente modo: «Educador en los campos de la edu-
cación no formal, educación de adultos, incluida la ter-
cera edad, inserción social de personas desadaptadas
y de minusválidos, así como en la acción socioeducativa».

La Asociación Profesional de Educadores Sociales del
País Valenciano se constituyó en 1995, integrando en
su seno a un numeroso grupo de profesionales que cuen-
tan con la expresada titulación y que ejercen como tales
en el ámbito de la Comunidad Valenciana. Mediante el
Acta de 13 de julio de 2001, de la asamblea general
extraordinaria de la citada asociación, se acordó iniciar
los trámites oportunos para formular la petición de crea-
ción del colegio profesional correspondiente, la cual se
formalizó ante los órganos competentes de la Generalitat
en materia de colegios profesionales el 21 de diciembre
de 2001.

El artículo 7 de la citada Ley 6/1997, de 4 de diciem-
bre, de la Generalitat, de Consejos y Colegios Profesio-
nales de la Comunidad Valenciana, y el artículo 8 de
su reglamento de desarrollo, aprobado por Decre-
to 4/2002, de 8 de enero, del Consell de la Generalitat,
disponen que la creación de colegios profesionales con
ámbito de actuación en la Comunidad Valenciana, sin
perjuicio del ámbito territorial de los ya existentes, se
hará mediante ley de la Generalitat, previa audiencia de
los colegios profesionales existentes que puedan verse
afectados.

La petición reúne todos los requisitos y la documen-
tación establecida por el artículo 9 del citado reglamento
aprobado por Decreto 4/2002, de 8 de enero, del Con-
sell de la Generalitat, en el que se regula la petición
de creación de un colegio profesional.

En particular, los interesados justifican que concurre
el interés público para crear el colegio profesional que
limite el ejercicio de la profesión, en concreto, en que
los educadores sociales son profesionales que trabajan,
desde la vertiente socioeducativa, con personas y/o gru-
pos con una problemática social elevada que les con-
vierte en personas especialmente vulnerables frente al
resto de la población, tales como menores, personas


